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sentada por el Pleno en sus ya citadas sentencias 103 y 104
de 1983&1 resolver sendas cuestiones de mconsbtuclOnahdad
sobre el artículo 160 de la LGSS.

Quinto.-Queda por resolver lo concerniente a la percepción
del seguro de vida. El silencia casi total sobre este problema en
las alegaciones de las partes y en las resoluciones impugnadas
puede' tener su explicación en la vinculación que el articu­
lo 69.3, al. de los Estatutos establece entre la pensión de <>'iude­
dad y el ca.pital del seguro en cuanto que declara como benefi­
ciarios de éste a cel cónyuge supérstite, si ElIJl él concurr~n las
condiciones para tener derecho a la pensión de viudedad.. , Como
hasta ahora se negaron al recurrente estas ..condiciones.. faltaba
el presupuesto para el reconocimiento del derecho al capital. En
principio cabria pensar que, razonando con la misma 16~ica,

aunque en sentido inverso, el t"econocimiento del derecho a per­
cibir la pensión de viudedad implicaría ahora el derecho al ca­
pital del seguro y, en efecto, 8sí tendríamos que declararlo si
el fallecimiento de la funcionaria causante del derecho se hu·
biera producido con posterioridad a la entrada en vigor de la
Constitución. Ahora bien, al fallecer la funcionaria en cuestión
antes de la promulgación de la Constitución y no tener enton­
ces derecho su viudo a percibir el capital del seguro por no
tenerlo segun la legalidad vigente a percibir la pensión de viu·
dedad, el orden fijado por el articulo 69.3 y 4 de los Estatutos
entre los pote!.ciales beneficiarios entró en juego, y, como con­
secuencia .de ello, adquirió el derecho a percibir el capital del
seguro o bien alguna de las personas determinables pOr los
apartados bl, cl y dl del artículo 69,3, o bien el _fondo,. al que
se refiere el párrafo :4 del mismo. Adquisición entonces correcta
con arreglo a la legalidad vigente y que ahora sólo sería posible
alterar en virtud de una eficacia retroactiva de la Constitución;
negada ésta, por lo ya expuesto en el fundamento tercero. aque­
lla adquisición debe permanecer incólume, por lo que el recu­
rrente no puede ebtener en ese punto satisfacción a su preten­
sión de amparo constitucionaL

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE ·LA CONSTlTUClON
DE LA NACION ESPAJ'lOLA.

Ha decidido

Otorgar parcialmente el amparo solicitado por don Francis.
ca Serra Mora -y en consecuencia;

Primero.-Declarar nulas:&) 1& resoluci6n, denegatoria d.
su solicitud de pensión de viudedad de la MUNPAL, que consta
de un impreso ain fecha y numerado al margen como -Expe·
dif¡lnte número 186.034,., resolución que consta haberse enviado
al recurrente el' 8 de enero de 1982; b) la resolución del recurso
de alzada contra la anterior, firmada el 11 de mayo de 1982 por
el Jefe del Servicio de Recursos del Ministerio de Administra­
ción Territorial; el la sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona de 28
de marzo de 1963 en el recurso 339/82.

Segundo.-Reconocer su derecho a percibir en igualdfld de
condiciones con las viudas de los funcionarios de la Adminis­
traci6n municipal asegurados en la MUNPAL, la pensión de
viudedad en su calidad de viudo de la funcionaria asegurada
doi'ia. Mercedes de Delas de Jaumar,

Publiquese esta sentencia en el -Boletín Oficial del Es·,ado.,

Madrid, 23 de marzo de 19B4.-JerÓnimo Arozamena Sierra,­
Francisco RublO Llorente.-Luis Diez-Picaza }' Ponce de León.­
Francisco Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco
Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados.

SENTENCIA

la siguiente

I. ANTECEDENTES

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Manuel Garciá-Pelayo y Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Oiez de Velasco Vallejo, doña Glo­
ria Begué Cantón don Rafael Gómez FeITer Morant y dan An­
gel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

contrato suscrito con el Presidente del TrIbunal Tutelar de Me­
nores de Malaga, en el que se estipula taxativamente qUe co­
rresponde a la congregación la dirección técnica y educativa
del establecimiento y su régimen interior, siempre de mutuo
acuerdo con el Tribunal y siguiendo las normas que dicte con
carácter general el Consejo Superior de Protección de Menores,
con las sigui~ntes caracteristicas especificas:

1. Si bien la administraci6n corresponde al personal reli­
gioso, Se efectuará de acuerdo con las normas que se dicten
para la inversi6n de los presupuestos de cada centro del Con.
sejo Superior de Menores.

2. La plantilla del personal _religiosos'", aún a pesar de ser
nombrada por la congregación, conforme a sus reglas y cons­
tituciones, habrá de ser puesta en conocimiento previo del Pre~
sidente del Tribunal Tutelar de Menores.

3. El contrato preveia, asimismo, las cantidades que en con­
cepto de retribución se abonarían a cada religioso.

Esta relación se mantiene mediante documento suscrito por
ambas partes -Obra de Protección de Menores y congrega­
ción- en 17 de abril de 1980, por el que la congregación se
hace cargo de la guarda, custodia y formación de los ~meno!~s
recogidos en la Casa Tutelar, y de lautilizaciém y conservaClOn
de la misma, mediante una compensación econ6mica equipara­
ble a los salarios correspondientes a sus miembros según la
Ordenanza Laboral y Convenio Colectivo del sector, encargán­
dose por el Provmcial a uno' de los miembros de la congrega·
ción de dirección de la Casa Tutelar.

e) En aplicación de dos circulares de la propietaria de la
institución de 20 de febrero de 1980 y 15 de febrero de 1981,
dictadas para dar cu-mplimiento a la Ley General Presupues­
taria y a la Ley de Presupuestos para 1980, se fija a los ac­
tores una antigüedad de primero de octubre de 1978, con la
categoría profesional de educadores, y se les asignan las retri w

buciones que exponen. equiparándoseles con ello al personal
laboral de carácter seglar, si bien tares salarios iban al fondo
común de la congregación, entregando el superior a cada uno
lo que necesitaba, hasta que los actores manifestaron su de­
cisión de abandonar la orden, momento a partir del cual se
les entregaba el importe integro de sus salarios

dJ En fecha no concretada, pero anterior al 8 de junio de
1981, los PP. Abilio Rodríguez y Vicente Martinez Soriano, p~r
decisión unilateral. se consideran desvinculados de la comUni­
dad religiosa, sin que conste que en el proceso ante la Santa
Sede sobre la tramitación de sus respectivas secularizaciones
se haya resuelto sobre la definitiva desvinculación de l~ con­
gregación; el rehgioso fray José Luis Fernández Barrle~~os,
por su parte, solicitó de la Curia General de Roma la ~eSCISl?n
de sus compromisos religiosos y bala en la congregac.ló.n, dic­
tándose Decreto de la Sagrada Congregación de Rehglosos e
Instituciones SE(;ulares (Prot. numero 5483/198I) de 30 de .¡u­
nio de 1981, p'Jr el que queda desvinculado de la congreg~clón
y desligado de sus compromisos relígiosos.

el La congregaclón·_ confeccionó la plantilla de religiosos
educadores pare el día] de agosto de .1981, compuesta por cinco
personas, entte las que no figuraban los demandantes, ponién­
do~o en conocimÍento del Tribunal Tutelar de Málaga. Y por
cartas enviadas por el director de la Casa Tutelar a loa acto-

Sala Primera. Recurso de amparo número 330/1983
Sentencia número 43/1984, de 26 d(! marzo.9331

Primero.-En 16 de mayo de 1983, el Procurador don José
Ramón Rego RodrJguez, en representación de don Vicente Mnr­
'tinez Soriano. don Abilio Valero Rodrigo y don José Luis Fer­
nández Btl.rriento~, formula recurso de amparo contra la sen­
tencia de la Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo de
23 de marzo de 1983, recaida en el rec.:urso de suplicación nú­
mero 434/1982, en autos números 1207 a 1209/1981, procedentes
de la' Magistratura número 1 de Malaga, seguidos a instancia
de los actores contra la Congregación de Religiosos Terciarios
Capuchinos d-e Nuestra Señora de los Dolores y el Consejo Su­
perior de Protección de Menores; se pretende que se declare
la nulidad de la Sentencia impugnada y se reconozca expresa­
mente la relación laboral que une a los actores con el Consejo
Superior de Protecci6n de Menores.

Segundo.-Los. antecedentes qUe expone la demanda son los
siguientes;

al Los actores, religiosos profesores de la Congregación de
Religiosos Terciarios Capuchinos de Nuestra Señora de los Do­

lores, han venido prestando sus servicios como educadores de
la Casa T.utelar San Francisco de Asís, de Torremolinos (Má­
laga) , en virtud de un nombramiento a tal efecto de la propia
congregación. La citada casa pertenece al Consejo Superior
de Prot.ección de Menores y se nutre de fondos provenientes de
pa.rtidas presupuesU:srias del mencionado Consejo,

bl Desde el año 1972, ta dirección y administración de la
Casa Tutelar está a cargo de la congregación. en virtud de

En el recurso de amparo número 330/1983, formulado por el
Procurador don José Ramón Rego Rodríguez, en representación
de don Vicente Martínez Soriano, don Abilio Valero ~odrigo
y don José Luis Fernández Barrientos, bajo la direCCión del
Letrado don Francisco José L6pez Estrada, contra sentenCia
del Tribunal Central de Trabajo de 23 de marzo de 1983, con
la súplica de que se declare su nulidad y se reconozca la re­
lación laboral que unía a los actores con' el Consejo Superior
de Proteccion de Menores. En el recurso han comparecido el
Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado y la Congregación de
Religiosos TerCIarios Capuchinos de Nuestra Señora de los Do­
lores, repre'ientaua pOI el Procurador don Santos de Ganda­
rillas Carmona v asistida del Letrado don Miguel Angel Mor­
cillo Pineda \i lia sido Ponente el Magistrado don Rafael Gó­
mez-Ferrer MOrlwt, quien expresa el parecer de la Sala.
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res,- 18 les notificó el cese en la !unción de educadores, que se
fundamenta. sustancialmente, en haber venido desempetlando
hasta el presente 8U función en razón de su condición de re­
11e1050S terciario. capuchinos; los puestos de educadores "Que
venían desempei\ando los solicitantes del· amparo han pasado a
ser ocupados por otroa religiosos.

t) Los demandantes indican que los hechos de: su demanda
se adaptan en un todo al resultando de bechos probados de
la satencia de Magistratura y subrayan que en su número 20 se
reconoce que figuran afiliados al R~gimen General de la Se­
suridad Social bajo la patronal Consejo Superior de Protec­
ción de Menores.

.l Una vez agotada la via administrativa previa. 108 recu­
rrentes presentaron demanda ante la JUrisdiCciÓn laboral. que
par sentencia de la Magistratura de 24 e diciembre de 1981 falló
«sentando previamente la competencia de la Jurisdicción -la­
boral por razón de la materia.. en el sentido de declarar la nu-,
l1dad del acuerdo extintivo de los contratos de trabajo que ligan
al Consejo con sus trabajadores -los tres demandantes-, con­
denando a dicha empresa a la readmisión inmedIata de los
actores, consiaerándose que el fundamento de su cese fue la
renuncia voluntaria a su estado relIgioso.

h) Interpuesto recurso de suplicación por el Abogado del
Estado, el Tribunal Central de Trabajo por sentencia de 23 de
marzo de 1983, falló declarando la incompetencia del orderi Ju­
risdicional social en la materia, anulando la sentencia de Ma­
gistratura. Dicha sentencia se fundamenta en el razonamiento
siguiente:

1. Que la relación entre la Congregación y el Tribunal Tute­
lar de Menores es un arendamiento de servicios, calificación
-indican los actores- que en absoluto está considerada en los
hechos probados de la sentencia de instancia ni en la del Tri­
bunal Central.

2. Que don José Luis Fernández Barrientos fue cesado en la
plantilla de la Institución al ser secularizado.

3, Que don Abillo Valero y don Vicente Martínez 'fueron ce·
sados asimismo, al encontrarse en trámite de secularización.

4.• El Tribunal Central de Trabajo aprecia que hubo un ofre­
cimiento por parte del Director del Centro a éstos últimos de
traslado a «on Comunidad.. , sorprendiendo -dice la demanda­
que no se encUentra dicho ofrecimiento en el resultando de he·
chos probados ni de la Magistratura ni el de la sentencia del
Tribunal Central.

5. Que, sin má.s, considera que las relaciones del Consejo
con la Congregación y de ésta con los actores son, civil la pri·
mera y canónica la segunda, aun a pesar de aceptar el Res,~ripto

de Secularización de José Luis Fernánde! aamentas, de 30 de
junio de 1981. anterior a la carta de despido del mismo, por lo
que en ese momento ya no podía encontrarse sometido a la nor­
mativa canónica, al ser un seglar, a pesar de la cual declara la
incompetencia de la jurisdicción laboral. .

n Acompafia copia de diversos documentos relativos a las
actuaciones jurisdiccionales, así como copia del acta de la cons­
titución de la Secci6n Sindical de FETE-UGT de la Casll Tu­
telar.

Tercero.-Los actores Consideran que la sentencia del Tribu­
nal Central de Trabajo impugnada vulnera los derechos funda·
mentales reconocidos en los articulas 14, 16.1. 24.1 Y 28.1 de la
Constitución, sobre la base de· las consideraciones siguientes:

al La violación del prmcipIo de Igualdad se ha producido, a
luicio de los recurrentes porque el Conseto SuperIOr de Protec·
ción de Menores les ha tratado de forma discriminatoria. ya
que, ejerciendo su actividad en 'la medida en que formaban
parte de una Congregación Religiosa. son cesados en cuanto su
situación personal cambia, y de religiosos pasan a formar parte
del cuerpo civil de la sociedad, tal v corno lo -entendió la Ma­
gistratura al declarar que la renuncia al estado religioso fue al
fundamento de su cese en el trabajo. La capacidad para ser
educadores no viene impuesta por el hecho de ser religiosos o
no serlo, puesto que la labor docente del educador es una profe­
siÓn o actividad y el ser religioso un carácter o situación. siendo
ambos compatibles e independientes,' razón por la cual si una
persona se encuentra cualificada para desarrollar una actividad
profesional no cabe discriminarla por haber cambiado de situa­
ción o estado frente a una concepción religiosa. sin que, por
otra parte, hayan dejado su condición de católicos. Ello COl"riuce
& considerar discriminados a los actores, y no tanto por su
religión sino por un matiz aún más sutil como es el ,ie su
situación ante la religión: en con~cuencia entienden vulnerado
el artfculo 14 de la Constitución, menclonando además su rela­
ci6n COn el artículo 16. números 1 y 3. de la misma.

b) El artículo 16.1 de la Constitución, que garantiza la liber­
tad ideológica, religiosa v de culto de los individuos, impide qUe
los ~alores o intereses religiosos se erijan en psrá.metros para
medIr la legitimidad o justicia de las normas v actos de t)S po_
deres públicos al tiempo que veda cualquier tipo de confusión
entre las funciones religiosas y las estatales. La Congregación
de Religfoso& Terciarios puede tener derecho a sancionar a aque­
llos de sus mIembros que la abandonen con la pérdIda de sus
derechos dentro de la Congregación. pero 10 que no es pOsible
es que un Organismo público como el Conse1o Superior de Pro.
teceión de Menores convierta a los valores religiosos en parA.
metro suficiente para. descalificar la labor educativa de 108 ac­
tares y despedirlos Privándoles de su situación laboral por ha­
ber perdido la religiosa. El propio Tribunal Constitucional ha

declarado en su sentencia de 13 de mayo de 1982 que las actitu­
des religiosas de los sujet08 no pueden justificar diferencias de
trato Jurídico. y la Ley OrgánIca 7/1980, de 5 de' julio, sobre li­
bertad rellgiosa, lo Impide igualmente al disponer en su articulo
1, párrafo 2 que .las creencias religiosas no constituir'n mo­
tivo de desigualdad o discriminación ante la Ley" y que _«no po­
drán alegarse motivos religiosos para impedIr a nadie el eJer­
cicio de cualquier trabafo o actividad... Es de destacar que igual
actividad que 'los actores desarroHan Profesores seglares para los
cuales resulta evidente la relación laboral. cuya jurisdicción
protege sus intereses, di1'lcriminA.nl'iose de tal protección a los
recurrentes,

cl La declaración de incompetencia de jurisdicciÓn efectua­
da por el Tribunal Central de Trabajo priva a los actores del
derecho a la tutela judicial estaolecido por el articulo 24.1 de la
Constitución, que los recurrentes· estiman también vulnerado
por la sentencia recurrida. El Tribunal. al señaiar que la rela­
ción entre los sectores v la Congregación se rige por el Derecho
Canónico y el Acuerdo con la Santa Sede olvida que. en el mo­
mento del cese, don José Luis Fernández Barrientos ya se en·
oontraba secularizado por lo que se habría de regir por la re­
glamentación civil. JI" en este caso laboral, a la que. en contra
del artículo 24 de la Constitución, se le impIde el acceSo por el
Tribunal Central de Trabajo. Por otra parte, el articu:o '11 del
Acuerdo de 3 de enero 'de 1979 sobre Enseilanza y Asuntos Cul.
turales establece que ~la enseñanza religiosa se impartirá por

- las personas que, para cada ailo escolar. sean designadas por
lá autoridad académica entre aquellos, que el Ordinario Dioce·
sano proponga para ejercer esta enseñanza,,; ello llJdica que
dada la necesidad de aceptación por la autoridad académica es
ésta quien contrata, por lo que la relación laboral se concierta
con ella, de forma que al excluir el Tribunal Central de Trabajo
su competencia v admitir sólo la canónica ataca directamente
uno de los derechos fundamentales de todo ciudadano cpmo es
el derecho a la jurisdicción, que se les ha negado, dehiendo
destacarse en cuanto a la justificación de la premisa que los
actores figuraban afinados al Régimen GenNal de .la $f',9'uridad
Social bajo la patronal Consejo Superior de ProtFJcción de Me­
nores.

ti) El derecho de libertad sindical aparece vulnerado por
cuanto uno de los actores. don Vicente Martinez Soriano, fue
elegido durante la tramitación del recursO de suplicación, Pre­
sidente de la Sección Sindical de FETE-UG'l' del Centro, lo que
demuestra el carácter laboral de su relación.

Cuarto.-Por providencia de 1 de junio de 1983, la Sección
acordó admitir a trámite la demanda de amparo, requiriéndose
atentamente al Tribunal Central ¡, a la Magistratura de Trabajo
de instanCla para la remisión de las actuaciones y el emplaza­
miento de quienes fueron parte en el proceso. Cumplido lo an·
terior. se personaron en el recurso de amparo el Abogado del
Estado, en nombre del Consejo Superior de Protección de Me·
nares. y d Procurador don Santos de Gandarillas Carmona, en
representación de la Congregación de Religiosos Terciarios Ca­
puchinos de Nuestra Señora de los Dolores, a los que, conjun­
tamente c;on los demandantes y el Ministerio Fiscal. se dio vista
de las actuaciones por providencia de 13 de julio de 1983. con·
cediéndoles un plazo de veinte das para formular alegaciones.

Quinto.--EI Procurador don Santos de Gandarillas Carmona
expone qUe la sentencia del Tribunal Central de Trabajo objeto
del recurso se limita a decretar la incompetencia de la jurisdic·
ción laboral para conocer de las pretensiones de los recurrentes
excluyendo el examen de cualquier otra cuestión; razón por fa
cual ninguno de los derechos '! libertades que los recurr~ntes

consideran infringidos ha podido serlo, ya que ni siquier"l han
sido objeto de estudio por dicho TribunaL

La denuncia de la vulneración por el Consejo Superior de
Protección de Menores de los artículos 14 y 16 de la Constltu·
ción olvida que la resolución del Tribunal Central de Trabajo
declara su incompetencia para conocer de la cuestión plantea­
da al no considerar a los actores como trabajadores en ei sen­
tido técnico-jurídico del término, y olvida asimismo que su pe­
tición de amparo no eS sino que se anule dicha resoludón para
reconocer el carácter laboral de su relación, porque los deman­
dantes estiman que sI son trabajadores por cuenta ajena. Nada
tiene que ver. pues. con el tema discutido la posible infracción
de derechos fundamentales como ia libertad religiosa o la igual­
dad. La condidón de religiosos profesos o secularizados no in­
fluye. en la determinación del Tribunal Central de Trabajo que
únicamente considera si la relación Juridica era o no laboral,
decisión técnica que no excluye que los demandantes puedan
plantear su reclamación ante otra Jurisdicción. El Tribunal Cen·
tral no discute la justicia o injusticia de la decisión extintiva,
sino que establece que no es la jurisdicción laboral la encargada
de conocer sobre eIJo. Tal decisión, de carácter absolutamente
técnico. no vulnera los derechos de los recurrentes que quedan
intactos y pueden ser ejercitados ante la jurisdicción compe­
tente

Tampoco aparece vulnerado el articulo 24 de la Constitución
por el hecho de que las nonnas procesales determinen que la

, tutela corresponde a una u otra jurisdicción; que loa recUJTen~

_tes prefieran la JuriSdicción laboral y ésta no sea competente.
no les priva de acudir a la jurisdicción adecuada.

Mll.s insostenible aún es la alegación de vulneradón de la
libertad sindical. El hecho de Que don Vicente Marttnez tenga
el carActer de representante sindical en modo alguno convierte
la relación. en laboral, siendo ademAs ello una cuestiÓn nueva
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lple no ae ha' planteado previamente. En cueJquler caso, a~de,
todos los artos real1.z&do8 durante la sustanciación del recurso
de suplicación han de considerarse Bujetos a la resolución que
habia de recaer por lo que al estimar el Tribunal Central de
Trabajo que no existe relación laboral, ello equiva.le a la anu~

lación de lodos los actos que sobre esa base se hayan dictado.
Sexto.-El. MinIsterio FIscal expone que debe tenerse en cuen­

ta paTa la resolución del rewrso que el amparo no va dirigido
contra la resolución del Consejo Superior de Protección de Me­
nores sino contra una sentencia del Tribunal Central de Trabajo.
y qUe el Cunsejo ha &Ctuado como en Qcasiones anteriores acep­
tando los n'ombramientos hechos por la Congregación de Reli­
giosos Terciarios Capuchinos, conforme a los convenios existen­
tes, por lO que su conducta no ha supuesto discriminación ai·
¡Una. Calle preguntarse, prosigue el Ministerio Fiscal, si la
denunciada. vulneración del articulo 14 de la Constitución se
causa ·por la sentencia del Tribunal Central, en cuanto niega a
los actores el acceso a la legislación laboral procesal y sustanti­
va. Los actores, privados del acceso a la jurisdicción laboral,
han obtenido un trato distinto de otras personas que desarro­
llan idéntica actividad, pero tal diferencia de trato n~ se basa
en coIUlideraciones personales o sociales, sino en razones juri·
dicas deri.¡adas de las relaciones existentes. La declaración de
que no eXisten relaciones laborales constituye un criterio iuri­
clico, razonablemente fundado, no revisable en via de amparo
por no lesionar derechos o libertades fundamentales.

De otra parte, no se infringe el derecho a la tutela cuando
un Tribunal declara fundadamente su incompetencia, pues el
ordenamiento prevé que se acuda a la jurisdicción que se es­
time competente o. incluso, el planteamiento de la oportuna
cuestión.

En cuanto a la denuncia de violación del articulo 16 de la
Constitución es preciso recordar que la demanda no se dirige
oontra- las decisiones del Consejo Superior o de la Congregación
Religiosa, en cuyo caso, o no -seria admisible o hubierareque­
rido el cumplimiento de {)tros requisitos. Siendo la_ sentencia
del Tribunal Central la impugnada. no se aprecia vulneración
alguna d,ü articulo 16, pues su fallo se basa en la naturale~
jurídica d~ las relaciones existentes. Por último, no se apreC1a
el menor i~dicio de violación del derecho de libertad sindical.

En conclusión. el Ministerio Fiscal estima que procede deoe·
gar el amparo solicitado.

Séptimo.-EI Abogado del Estado comienza analizando la ale­
gada violllClón del artículo 24.1 de la Constitución Espaf'tola. El
Tribunal Central de Trabajo, a su juicio, declara la incompeten­
cia del orden jurisdiccional laboral en aplicación razonada de
tal causa de inadmisión, al calificar las relaciones jwidicas exis­
tentes como sujetas al derecho civil y al derecho canónico, no
siendo pe1"tinenteexaminar en el amparo la corrección de tal
pronunciamiento, pues recae sobre cuestion~s de legalidad ordi~

naría como son la calificación de las relaciones Jurídicas Dbjeto
de aut0'5 y la consiguiente determinación de su csracter aieno
al orden laboral.

'Prescindiendo de la invocación-de la libertad sindical. que no
consta haya tenido trascendencia alguna en el cese, correspon­
de examinar conjuntamente las presuntas infracciones de los
artículos 14 y 16.1, pues más que una violación del derecho de
igualdad parece alegarse el desconocimiento del derecho de li·
hertad religiosa_ Lo cierto, prosigue el Abogado del Estado, es
que ni el Con¡)ejo Superior ni el Tribunal Central vienen a dis­

. cutír la IilJertad religiosa ni tampoco se sanciona el dejar de
formar parte de una Comunidad religiosa. Es el dato objetivo
de la pérdida de una cualificación (la de miembro de una aso·
ciaciónl lo que adqUiere trascendencia, pérdida. que eS el resul~

tado del €iercicio de la libert.ad religiosa de los demandantes
que al renunciar a ella lleva aparejada -como consecuencia de
los vínculus. entre ellos y la Comunidad y entre ésta y el Con­
sejo-, la expiraci6n de su actividad en la Casa tutelar" La pro·
ducción da consecuencias, imputable al propio ejercicio de los
derechos, no determina una situación discriminatoria ni cons­
tituye ninguna sanci6n Que, como el propio Tribunal Constitu~

cional ha decl8l'ado, no puede asimilarse a la simple conse·
cuencía de;favorable de una actuación propia. Ni siquiera existe
un Juicio ndverso sobre su aptitud, sino el desenvolvimiento de

.. los efectos jurídicos consiguientes, según unas relaciones con·
tractuales preestablecidas, a la producción del supuesto de hi:lcho
configurado por la voluntaria actuación de los hoy recurrentes.

Por ello sólo queda examinar si son esas mismas relaciones
1&9 que lesionan el derecho de libertad religiosa por conectar
a una determinada. opción -la de ser miembro de la Comuni­
dad- el acceso y el mantenimiento de la actividad de edu-

=rtne; ~~C:~o;~:e~'::beE~e:~eaiavig~~~d:~I~:l~n~:~
lo inspira y, partiendo de ella y de su voluntariedad, es claro
que la. pertenencia a la Congregación 'Y el énlmo de desa.rrollar
sus fines es el presupuesto del acceso a la actividad de educador,
actividad "que se cualifica asi, por encima de su componente
laboral, como propia de la asoc1&c1ón misma. La decisión de Ja
Congregación de comunicar el cese de los actores resulta por
e110 perfectamente compatible con el derecho de libertad rell·
glosa. La carga desfavorable aparecia asumida de antemano por
quienes sOlo como reUgiosos comenzaron '" e1ercer la actividad
y. además resulta 1ustificada para que la propia Comunidad
pueda continuar con su funci6n, sustituyendo a los dimisIona­
rIos por otros miembros. De esta forma es el propIo derecho de

libertad religiosa, Que ampara el desenvolvimiento comunitario
de la actuación de la Congregación en la Casa tutelar, el que
impone la conexión de abandono de la Orden al cese en 1& ac­
tividad, que desde el comienzo apareció como actividad propia
de los miembros de la Congtegación y no como pretensión la­
boral.

La opciOn del Consejo de encomendar a una Comunidad re­
ligiosa la llevanza de la Casa tutelar resulta plenamente legtti·
ma y supone que sea la Comunidad como tal la que preste la
actividad. Al admitir la vinculación de 1& condición de educador
a la de religioso no estaba el Consejo asumiendo unos vínculos
-entre la Con,¡regación y sus miembros- contrarios al derecho
fundamental del articulo 16.1 de la Constitución, aino dando
cauce a una de las proyecciones de· ese derecho fundamental,
y posibilital.do que una Comunidad religiosa como tal, esto es
comunitarüt.mente, desarrollase una actividad formativa propia
de sus fines. Consiguientemente, el Consejo al respetar sus re­
18(:ione5 contractuales con la Congregación dando por bueno
que el ce7e como rel\iioso implicase el cese como educador no
atentó a la libertad del articulo 16.1 sino que se limitó a po·
sibilitar la persistencia de su relación con l. Comunidad en su
conjunto.

Octavo.-Los demandantes presentan escrito de alegaciones,
en el que después de referirse a la representación y postula,..
CiÓD y al examen de la documentaclóJ;\ que exponen, efect.úaD
diversas consideraciones complem6.l1t&r1as de las ya cont9n1das
en la demanda, sobre l..s vulneraciones constitucionales que &
su juicio se han producido por la resolución judicial Impugna,..
da. Así. en cuanto a la violación del principio de igualdad
expresan las razones por las que a su Juicio 88 encontraban
unidos al Consejo por una relación laboral, como 10 acredita
el número de patronal del Consejo bajo el que desarrollan su
función educativa y sé confirma por· el propio modo de pro­
cederse a su cese medIante carta; resulta evidente qUe la
causa del cese consiste en haber dejado de pene,necer a la
Congregación, causa ajena "a las previstas en el Eltatuto de
los Trabajadores, lo que incide directamente en el derecht? de
igualdad _ En cuanto a la vulneración de la libertad reli~osa,
estiman correcto que el Estado se surta de Congregaciones
religiosas para el desarrollo de sus fines, pero ello ha de
hacerse respetando la libertad de pensamiento y de actitud de
sus miembros individualmente considerados, que son quiene$
de manera directa realizan la función de educación; el Con·
sejo podrá pedir un alto grado de 08pacitación pero no un
alto grado de confesionalidad. .

Por otra parte, la decisión del Tribunal Central de excluir
la competencia. de la jurisdicción laboral origina la Indefen­
sión de los demandantes, pues al no estar suietos ya al Dere·
cho Canónico al haber perdido su condición de religiosos, no
pueden apelar a. Tribunal alguno para la defensa de sus
intereses. Por fin. se vulnera la libertad sindical por cuanto
el pronunciamiento de Magistratura imlllica el mantenimiento
del vinculo laboral durante el recurso de supUcacIón, de modo
que el nombramiento en este periodo de don Vicente MarUnez
Soriano como representante sindical en 27 de enero de 1983
obligaba con posterioridad al cumpl\lniento de las formalida,.­
des legales para su despido, y no babiéndose hecho 881 el
despido habrá. de considerarse radicalmente nulo.

Noveno.-El examen de las actuacIones recibidas acredIta
los siguientes antecedentes que, por su interés, se consignan
con carácter complementario:

al Los actores formularon sendas - demandas ante la Ma­
gistratura, por despido nulo, contra la Congregación tantas
veces mencionada y contra el Consejo de Protección de Meno­
res, ambos conjunta 'Y solidariamente. con la súplIca de que
se dictara Sentencia condenando a la parte demandada a la
readmisión en el mismo puesto y condiciones de trabajo y al
pago de los salarios de tramitación hasta que la readmisión
tenga lugar.

bl En el acto del 1uicio la representacIón de la Congre­
gación y el Abogado del Estado alegaron la excepción de in·
competencia de jurisdicción (folios 29 y 29 noJ.

cl Entre las pruebas llevadas a cabo figura la declaración
del testigo don Benito Gil Yuste, director del Colegio San
Francisco de Asls, de TorremoUnos, el cual manifiesta que el
Provincial ofreció a los actores Abilio Valero y Vicente Mar­
Unez la· posibilid&(i de trasladarse &- otra casa de la Comunidad
y ellos dijeron que prefenan quedarse en la de Torremolinos
(folio 105).

dl La Sentencia de la, Magistratura de 24 de diciembre de
1981 sienta -en su Fallo- la 'COmpetencia de la 1urisdicción
laboral por razón de la materia y declara 1& nulIdad del
acuerdo extintivo de los contratas de trabajo qUe le Hga con
sus trabajadores -los actorelJ- llevada & cabo poi' la empresa
Consejo Superior de Protección de Menores en 1& fecha que
señala, condenando a dicha empresa a 1& readmisión inme­
diata de los actores y al abono de los salarlos que h&n dejadD
de percibir desde la fecha de extinción de los contratos hasta
que la readmisiÓn tenga lugar; 'Y absuelve a la Congregación.

En los considerandos de la sentencia se razona la campe·
tencia de la Jurisdicción laboral al estimar existente una rela·
ci6n jurídica de caráCter laboral con el Consejo Superíor de
Protección de Menores -000. 1.--, que distingue de la rela·
clón de los demandantes con la Congregación -edo. 2.-- Y de
la existente entre el Consejo y la Congregación ~do. 3,--; .en
el último considerando se· fundamenta la nulidad de la decis1ón
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extintiva llevada a cabo por la empresa en los siguientes
términos:

_Considerando: Que habiendo quedado acreditado
en autos que lOS actores venian desempeñando los
serviCios de- educadores en razón de su condición de
religiosos, que 101 mismos renunciaron voluntariamen­
te a tal estado religioso. y que éste fue el fundamento
de su cese en el trabajo. resulta notorio qUe el motivo
de extinción de contratos de trabajo tiene encaje
legal en la causa o circunstancia obletiva prevista en
el a.partado a) del artículo 52 del Estatuto de los
Trabajadores. ineptitud para el trabaj~ que a su vez
precisa los, requ!sitos formales que para estos casos
especiales seña.la el articulo S3 de dicho Cuerpo Legal
Sustantivo, por ello. y como no se han cumplido las
prevenciones formales del citado artículo 53 del Esta­
tuto, debe ser declarada nula la decisión extintiva ne·
vada a cabo por la empresa, con arreglo al númsro
cuatro del articulo 53 del Estatuto de los Trabajadores,
con las consecuencias obligadas establecidas en el
número- "Cinco del· propio articulo antes mencionado,
en íntima relación con el número cuatro del articulo 55
del reiterado Estatuto de los Trabajadores, y todo
ello en concordancia con lo regulado sobre el particu­
lar en los articulas 109 y 110 de la Ley de Procedimien­
to Laboral._

e) La Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 23 de
marzo de 1983. aquí impugnada estima el recurso de suplica­
ción interpuesto por el Abogado del Estado y. declarando la
incompetencia .de este orden jurisdiccional- anula la resolu­
ción impugnada. El Considerando único de 'la. Sentencia dice
asl:

..Que opuesta en el acto del juicio por la Congrega­
ciÓn de Religiosos Terciarios Capuchinos de Nuestra
Sedara de los Dolores y por el Abogado del Estado.
en nombre del Consejo Superior de Protección de
Menores. la excepción de incompetencia de jurisdic­
ción, la que fue desestimada por el Juzgador de
instancia y es mantenida por el Abogado del Estado
r8CUITente. procede el estudio prioritario de tal cués­
tión, quedando facultada la Sala para. el examen y
valoración de la prueba practicada sin vinculación al
relato de hechoS' del Juzgador "'a quo-, que por otra
parte S8 admiten en su integridad, desprendiéndose
de la prueba practicada que el Consejo Superior de
Protección de Menores es propietario de la Instítución
denominada Casa Tutelar ..San Francisco de Asís-.
sita en Torremolinos (Málaga). destinada a la reedu­
caci6n de menores varones tutelados por el Tribunal
Tutelar de Menores de Mé.1aga. cuyo Organismo tiene
concertado con la Congregación de Religiosos Tercia­
rías Capuchinos de Nuestra Seño'Ca de los Dolores la
guardalo- CUstodia V formación de los menores acogidos
en la lDstituciOn a través de un arrendamiento de
servicios, dedicando dicha Congregación una Comuni­
dad de Religiosos Profesores a la realizaci6n de tales
servicios, entre cuyos religiosos se encontraban los
actores, que al ser secularizado José Luis FernAnd~z
BaITientos fue cesado en la. plantilla de la Institución
en razón a que su función de educador estaba deter­
minada por su condición de religioso, siendo (:€"ados
también Abllio Valero Rodrigo y Vicente Martinez
Soriano. al no estar incluidos en la plantilla de edUca­
dores remitidos por el Padre Provincial en virtud de
las fACultades que le estAn conferidas ofreciéndoseles
por el Director del Centro a éstos últimos traslado a
otra Comunidad. en cuanto, si bien, estAn en trámite
de secularización, aún pertenecen a la Congregación,
a lo qUe ge negaron par preferir quedarse en Torre­
molinos. Relaciones ambas. entre Consejo y Congre­
gaciÓn '1 ésta con los actores. que caen f'upra del
é.mbito laboral de acuerdo con el articulo 1.0 del
Estatuto de. los Trabajadores. al estar regida la pri­
mera por normas de Derecho Civil "j la segunda oor las
Reglas de la Tercera Orden R~gular de San Francisco,
el Derecho Canónico y el &cuerdo entre el Estado Es­
padol y la Santa Sede de 3 de enero de 1979 por lo
que, oido el Ministerio Fiscal, debe declararse la
incompetencia de la Jurisdicción laboral para conocer
de la cuestión ob1eto de la .presente lItis, conforme al
articulo 1.0 _de la Ley Procesal Laboral estimAndose el
recurso interouesto por el Abogado dei Estado y revo­
cando la Sentencia de instancia._

Déclmo.-Por Providencia de 14 de marzo de 1984, la Sala
acord6 set\a,lar el dfa 21 de marzo siguiente para votación
y fallo. En tal día se deliberó y votó.

Il. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-El presente recurso plantea la cuestión de deter­
minar si la sentencia del Tribun8.l Central de Trabajo impug­
nada vulnera los derechO! fundamentales establecidos en 108
articul08 24.1, 1•• 16.1 Y 28.1 de la Constitución. "

Segundo.-La violación del articulo 204.1 de la Constitución
se habría producido, de una parte, al no haberse dictado una
resolución de fondo, y de otra, porque la sentencia impugnada

impide a los actOI'8fJ &1 aCcelO a Tribunal alguno para_la de-­
fensa de sus inter8686. A continuación se examina cada una
de estas dos pretendidas violaciones del derecho fundamental:

a) E;} artículo 2'4 de 1& Constitución" establece el derecho
de tOOas las personas a obtener la tutela efectiva de los
Jueces y Tribunales en el &1ercicio de sus derechos e intereses
legítimos sin que. en ningún caso. pueda producirse indefen·
sión. El Tribunal ha interpretado en reiteradas ocasiones tal
dere&o en el sentido de que comprende el de obtener una reso­
lución fundada en Derecho, sea o no favorable a las preten­
siones del actor, que podrá ser de inadmisión cuando así 10
acuerde el Juez o Tribunal en aplicación razonada de una
causa legal. Asimismo el TI1bunaJ. ha declarado que lainadmi­
sión de un recurso sobre la base de una causa inexiste-nte afec­
ta al derecho a la tutela iud~cial efectiva I:'n cl,l!'mto COI'\ ello
impide llegar a una decisión de fondo (sentencia 11/1982, de
29 de marzo. f. i. 3); ahora b~n, dado que el recurso de am­
paro no es una tercera instañcia que permita revisar la lega·
lidad aplicada con carácter general, sustituyendo la valoración
de la jUrisdicción ordinaria, el Tribunal ha entendido que debe
circunscribir su enjuiciamiento de la legalidad a los supuestos
en que se niega pOr la resolución judicial impugnada, de forma
arbitraria o irrazonable, la concurrencia de un presupuesto
procesal necesario para conocer del fondo del proceso (senten­
cia 37/1982, de 16 de junio, f. j. 3); es decir, ha de tratarse
supuestos en que mas allá dei margen normal de apreciación
que corresponde a los Jueces y Tribunales, se advierta con
claridad que se ha declarado la inadmisión sobre la base de
una causa. inexistente, como sucede en los casos en que se
ha padecido un error patente (sentencia número 68/1~83, de
26 de julio). .

La aplica(:Íón de la doctrina anterior al caso planteado con­
duce a la conclusl6n de que la sentencia impugnada no ha
vulnerado, en este punto, el articulo 24.1 de la Constitución_
En efecto. la decisión sobre la propia competencia corresponde
--a salvo las cuestiones de inoompetencia de las que luego
se trata- a los Jueces y Tribunales ante quienes se ejercita
la acción. y es en principio un tema de lega.lidad ordinaria
(articulo 117.3 de la Constitución); y en ejercic:io de esta como
petencia, el Tribunal Central ha decidido Que no existe una
relación laboral, sin que ha.ya base alguna para estimar que
tal apreciación sea arbitraria o irrazonable o que en la misma
se haya padecido un error patente.

b) La segunda vulneración del artículo 241 de la Cons­
titución consistiría en que la sentencia impugnada impide el
acceso de los actores a cualquier otro Trib1jDal para la defensa
de sus intereses_

El Tribunal no puede compe,rtir la te9is de los actores. El
sentido de la resolución impugnada 86 el de declarar la incom·
petencia de jurisdicción por estimar que no existe una relación
de carácter laboraL Pero taJ. resolución no impide que los
actores puedan acudir a la. jurisdicción -distinta de la laboral­
que estimen competente por razón de las re:adones a su iuicio
existentes, sin que corresponda a ·este Tribuna.l determinarla
de forma positiva. teniendo en cuenta que una eventual decla­
ración de incompetencia en otro, orden judicial podría dar lugar
al planteamiento de ul"'.a cuestión de incompetencia -o "'com­
petencias_ en la terminología de la Ley de Conflictos Jurisdic­
cionales de 17 de julio de 1MB--. que es la via ·prevista por el
Ordenamiento pnra rAsolver el conflicto negativo de competen­
cia. en el seno del cual se decidiria cuál es la jurisdicción
competente.

La sentencia del Tribunal Central de. Trabajo tiene así el
sentido de-.una primera resolución en materia de competencia,
desde la perspectiva del derecho a la tutela judicial efectiva,
que no impide el que los actores puedan acudir a otra jurls~

dicción para' que decida acerca de sus derechos e int(~reses

legítimos ni tampoco el Que, si tal jurisdicci6n se declarara
incompetente, pueda plantearse la cuestión negativa de incom­
petencia y decidirse en su sep.o cuál es la jurisdicci6n compe­
tente, que hipotéticamente podria ser la laboral si asi, se
acordara al resolver el conflicto negativo.

Queda por docidir en el presente proceso de amparo, !Iin
embargo, en qué medida afecta el derecho a la tutela judicial
efectiva el hecho de que el TribunaJ Central -en la senten·
da impugnada- no haga mención alguna de la jurlsdloci{m
que considera competente, en el supuesto de que así procediera
de aruerdo con la legalidad aplicable. Es decir. en qué medi·
da el incumplimiento de la función tutelar -de carácter indi­
cativo- que 9n ocasiones atribuye el OrdenamIento a los
Jueces y Tribunales supone una vulneración del derecho fun­
damental del articulo 24.1 de la Constitución.

. Para resolver esta cuestión hemee de examinar con carácter
previo. a los solos efect08 de la resolución del presente recurso
y con fundamento en el artículo 3.° de la Ley Orgé.nica del Tri­
bunal ConstitUcional -WTC-. si 16 legislación ordinaria atri~

buye esta función tutelar a la jUrisdiooi6n laboral.
No cabe duda de que, con car&cter general, la respupsta ha

de ser afirmatJva, dado que el artículo 3.° de la Ley de Procedi­
miento Laboral -incluido en su título n, secclón 1.., ..Cuestio·
nes de compet:encia-- establece que cuando el Magistrado de·
Trabalo se. oons,tdere Inoompetente para conocer por razón de
la materia, dictará auto acto seguido a 1& presentación de la
demanda, declarándolo así, previniendo aJ. demandante ante
Quién y cómo puede hacer uso de su derecho; a:fiadlendo BU
parrafo segundo que igual dedlaract6n deberé. hacer a.l dictar
senten):ia, absteniéndose en tal caso de entrar en el conod-
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.mento del fondo del asunto. Por DUestra parte entendemos
que este precepto -referido literalmente al Magistrado de Ira·
bajo- es de aplica0i6n 811. Trtbunal CentraJ.. en un OMO como
el planteado, por las siguientes razones:

al En prtmer lugar. por el oe.ráCter tuiüvo da la legislación
laboraJ, que lleva a entender. de acuerdo con una interpretación
finalista acorde con el articulo 3.1 del Código Civil, que la
declaración de incompetencia en el orden laboral debe hacer.se
previniendo &1 demandante ante quién y cómo puede hacer
uso de su derecho. .

bl En segundo término. porque el recurso de suplicación
lo es contra. la sentencia de Magistratura. y cuando ésta se
anula la dictada en suplioación viene a sustituirla Y. en esa
medida, a fijar la resolución que debió dictar la Magistratura
de acuerdo con el Ordenamiento Jurldico.

e) Por Ultimo. porque la remisión a la Ley de Enjuiciamien­
to Civil que lleva a cabo 1& disposición adictoal de la Ley de
Procedimiento Laboral tLPL), «En todo lo no previsto en esta
Ley y demás preceptos de la legislación sodal-, h~ ~e. op~rar
una vez interp.n~tada la LPL de acuerdo con sus pnnclplos ms­
piradores, puestos ya de relieve.

Una vez decidido, a los efectos del presente recurso, que
1& sentencia del Tribunal Central de Trabajo, ai declarar la
incompetencia de jurisdicción, debió prevenir a los demandan­
tes ante quién y cómo debia.n hacer uso de los derechos que
pudieran oorresponderlee como consecuencia del acto de cese
en 1& activide.d de educadores, queda por determinar si este
defecto incide en el ámbito del derecho fundamental a la tute­
la judicial efectiva c:onsagrado en el artículo 24.1 de la Cons-
titución. .

Pues bien, como se aa expuesto anteriormente, el derecho
a la tutela judicial efectiva oomprende el de obtener una
resolución fundada en derecho, siendo de destacar -como ha
indioado el Tribun&l- que el contenido normal de este derecho
implica que la resolución lJ6a de fondo, aunque pueda no pro­
ducirse cuando concurra. una causa legal de inadmisión, _yen
ta.l sentido decida el Juez o Tribunal 911 aplioación razonada de
la misma; ello da lugar a que cuando este contenido normal no
puede alcanzar su efectividad, y el legislador ha previsto me­
didas tutelares por parte de los órganos jurisdiccionales para
facilitar al ciudadano la obtención de una decisión de fondo,
la inobservancia de las mismas incida en el ámbito d61. derecho
a la tutela judiCial efectiva. aunque no lleguen a. ocasionar
indefensión, la cua.l no se ha producido en este caso, puesto
que los actores pueden acudir al orden jurisdiccional que esti­
men oompetente.

Tercero.-Los solicitantes de amparo alegan también que se
ha vulnerado por la resolución recurrida el articulo 14 de la
Constitución.

En relación con esta pretendida violación, la Sala no en­
cuentra indicio alguno de que haYa podido producirse por la
sentencia impugnada, que se limita a declarar la inoompe­
tencia de la jurisdicción laboral; para entrar a valorar la po­
sible existencia de tal vulneración seria necesario que exis·
tiera un término_ de oomparaclón -no aportado por los ac·
tores- en virtud del cual se acreditara que en un caso sus­
tancialmente igual el mismo órgano jurisdiccional habia de­
cidido en sentido distinto, es decir, que se habia producido un
trato desigual en supuestos iguales. La inexistencia de este
-tertium comparationis_, que el Tribunal viene exigiendo rei·
teradamente para poder valorar la posible violación del prin­
cipio de igualdad, conduce a afirmar que tal principio no ha
sido violado por la sentencia impugnada, que no ha decidido
sobre el fondo del asunto.

Cuarto.-El articulo 18.1 de la Constituci6n -libertad ideo­
lógica, religiosa Y de culto- se alega tambIén como vulne­
rado. En relac1óll; con esta violación, hemos de partir del ob­
jeto del recurso qúe es 'la sentencia impugnada, la cual -se­
gún hemos ya señalado- no entra en el fondo del asunto,
sino que declara la incompetencia del orden jurisdIccional la.­
boral. Los razonamientos de lOS actores se centran en la ac­
tuación de 1& Congregación y del Consejo de Protección de
Menores, de una parte, Y en el razonamiento de la sentencia
de Magistratura (antecedente 9, d), anulada por el Tribunal
Central de Trabajo. Pero es lo cierto que en el presente recurso
'hemos de ceñir nuestra oonslderac16n a la sentencia del Tri­
bunal Central, que no confirma actuacl6n alguna anterior, sino
que se Umita a declarar la incompetencia de 1urlsdioc16n en
virtud del razonamiento que expone (antecedente 9, el. Y ni
en tal declara.ción, ni en el razonamiento que la apoya, se
observa violación alguna del derecho de libertad ideológica,
reJlglosa y de culto, dado que la calificación de las relaciones
existentes no afecta a tal libertad.

Quinto.-Por último, 105 acrores se refieren a la vlo''\ctón
de la libertad' sindical --artfculo 28 de la Constltucl6n-, sten-

de claro a nuestro juicio que tal libertad DO ha podido ser
violada por la sentencia impugnada, cuyo objeto es el enjut~

ciamiento de' la dietada por la Magistratura y no de actos
posteriores a la misma, debiendo aclemls setialarse que tal
sentencia decide sobre el cese como educadores de los actorea
en una fecha determinada, y el nombramiento de don Vicente
Martlnez Soriano como representante sindical durante la tra­
mitación del recurso ae suplicación es un acto posterior.

Sexto.-Las consideraciones anteriores conducen a la esti­
mación del recurso de amparo. Debemos ahora determinar el
contenido del fallo partiendo del articulo SS.l de la LOTC, el
cual establece que la sentencia que otorgue el ampar~ con­
tendrá alguno o algunos de los pronunciamientos sigUIentes:

a) Declaración de nulidad. de la resolución que haya impe­
dido td pleno elercicio de los derechos o libertades t-lroLe¡.,:JOos,
con determinación, en su caso, de la extensión de SUB efectos.

b) Reconocimiento del derecho O libertad pública, de con­
formidad con su oontenido oonstitucionalmente declarado.

cl Restablecimiento del recurrente en la integridad de su
derecho o libertad con la adopción de las medidas apropiadas.
en su caso, para su conservación.

En primer lugar, en virtud de lo expuesto, procede ~eclarar
la nulidad parcial de ia sentencia impugnada, al vloiar el
derecho a la tutela judicial efectiVa por no prevenir a 101 ac­
tores ante quién Y cómo deben hacer uso de los derechos e
intereses legitimas que, a su juiciO, pudieran corresponderles
en relación con los actos de oese en su actividad de educadores,
debiendo dictarse nueva sentencia, oomplementaria de la an­
terior en que se efectúe esta prevención.

En' segundo término,' proCede reconocer el derecho de loa
actores a que el Tribunal Central de Trabajo cUcte sentencia
con la prevención indicada, quedando restablecidos en su de­
recho a la tutela judicial efectiva con 1& nueva sentencia que
se dicte.

Por otra parte, la estimación del recurso no puede extenderse
a la declaración de la existencia de la relación laboral que une
a los actores oon el Consejo Superior de Protección de Mel1;D-­
res -como pretenden-, porque el recurso de amparo -segun
ha declarado el Tribunal reiteradamente-- no oonstltuye una
tercera instancia que permita revisar los hechos declaradps pro·
bados Y el dereoho aplicado en la sentencia Impugnada, sino
que se circunscribe a la protección de los derechos fundamen­
tales reconocidos en los articulas 14 a 29 de 1& Constitudón y
a la ob1eción de conciencia de su articulo 30 (articulo 41.1 de
la LOTC)· y el derecho fundamental a la tutela judicial efec­
tiva oomprende el de obtener una resolución fundada en de­
recho en los términos antes expuestos, \ea o no favorable 8
las pretensiones del actor, por 1.0 que tal derecho no queda
vulnerado cuando el Tribunal estima 1& incompetencia del or·
den Jurisdiccional laboral -como aqui ha sucedido- y no en·
tra a coopcer del fondo del asunto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constltuci~nal,
. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION

DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido

Primero.-1. Estimar en parte el recurso de amparo y, a
tal efecto:

al Declarar 1& nulidad parcial de 1& sentencia de 1& Sala
Segunda del Tribunal Central de Trabajo impugnada, de 23 de
marzo de 1983, recaída en el recurso de 8uplicac1ón número
434/1982. en autos números 1.207 a 1.209/1981, procedent81 di
la Magistratura de Traba10 número uno de las de MAlaga.
en cuanto la misma, al declarar la incompetencia del orden
Jurisdiccional laboral. no previene a los actores ante qui6n .,
cómo pueden hacer uso de los derechos que pudieran corres~
ponderles en relación con sU cese en 1& actividad de eduea­
dores.

b) Reconocer el derecho de los actores a que se dicte sen~
teneia complementaria por el Tribunal Central de Trabajo que
contenga la prevenci6n antl!lrior, quedando restablecidos en su
derecho mediante tal sentencia.

Segundo.-2. Desestlmar el recurso en todo 10 demU.

Publiquese esta sentencia en el:eBole~ Oficial del Estado-.

Madrid a 28 de marzo de lOM.-Manuel Garda-PelaJo Alan-
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasoo. Valle1o.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael G6mez·Ferrer Morant.-Angel Es-
cudero del Corra1.-Flrmados y rubricadoa. .


